ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66594 31 89 001 2019 01239 01
 ACCIONANTE: HERNAN DE JESUS FLOREZ: VS. UARIV
ASUNTO: REVOCA- NO TUTELA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA IGUALDAD / INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO ÚNICO DE VÍCTIMAS – UARIV / DECLARACIÓN EXTEMPORÁNEA / PRINCIPIOS DE SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA / CARGA PROBATORIA DEL ACCIONANTE.
La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.  De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable”… 

Con respecto a la subsidiariedad de la acción de tutela contra actos administrativos de carácter particular y concreto, la Corte Constitucional en la Sentencia T- 404 del año 2014 (MP. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio), recalcó lo siguiente: 

“En el caso específico de la acción de tutela contra actos administrativos de carácter particular y concreto, este Tribunal ha puntualizado que, en principio, es improcedente, en tanto la persona cuenta con otro medio de defensa judicial, como lo es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho”. (…)
… la Sala observa que la UARIV para negar al señor Flórez Saldarriaga su inscripción en el RUV con el argumento de que su declaración había sido extemporánea, analizó todos los elementos importantes desde el punto de vista fáctico y jurídico.  Lo anterior, si se tiene en cuenta lo considerado por dicha entidad en la Resolución No.2016-91008 del 2 de mayo de 2016, en la que se dijo que el accionante narró que en el mes de septiembre de 1987 asesinaron a su hermano Alejo Sarabain Flórez en la vereda los medios de Quinchía, Risaralda y que en el año 2000 llegaron unas personas a amenazarlos a su casa (…).
En lo tocante a que la UARIV vulneró al accionante su derecho fundamental a la igualdad ,  en el entendido de que los señores Yanneth Cecilia Ramírez Bañol, Claudia Nazareth Ladino Velasco, Víctor Alfonso León Sánchez, de quienes se aportó copias de las consultas individuales de la página web Vivanto, red nacional de información (Fls. 23-25), fueron incluidos en el RUV, pese a haber declarado el hecho victimizante de manera extemporánea, es decir con posteioridad al 10 de junio de 2015, esta Sala considera que tal elemento material de prueba por sí solo no es suficiente para afirmar que dichas personas son miembros de la  comunidad indígena Karambá de Quinchía, Risaralda…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, treinta (30) de octubre de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.986
Hora: 1:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a Víctimas- UARIV frente al fallo proferido por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía, Risaralda,  dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Hernán de Jesús Flórez Saldarriaga en calidad en contra de esa entidad por considerar vulnerado su derecho fundamental a la igualdad.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó el señor Hernán de Jesús Flórez Saldarriaga que rindió declaración en la Personería Municipal de Quinchía Risaralda en julio del año 2015 debido a los hechos amenazantes y desplazamiento forzado; sin embargo, la UARIV mediante la Resolución 2016-91008 con fecha de mayo 2 del año 2016 le negó la inscripción en el Registro Único de Víctimas por considerar que la declaración fue extemporánea.  Ante la negativa y vencido los términos de reposición y en subsidio de apelación,  el accionante solicitó la revocatoria directa de dicho acto administrativo, pero fue negado tal pedimento a través de la Resolución 134306 con fecha de abril 26 del año 2018.

El señor Flórez Saldarriaga interpuso una acción de tutela en la cual expuso su condición de víctima del conflicto armado, situación que lo obligó a abandonar su territorio con su familia, quedando en un estado de vulnerabilidad, con escasos de recursos y viviendo en una ciudad donde no tenía el apoyo de ningún familiar. Sin embargo,  el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales negó el amparo por considerar que la declaración ante la UARIV fue extemporánea.
El actor señaló que como al momento de instaurar la acción de tutela antes descrita, omitió informar que junto con su familia pertenecen a la población indígena, inscritos en el censo de la comunidad Karambá de Quinchía Risaralda y teniendo en cuenta que compañeros de dicha colectividad también fueron incluidos en el RUV, pese a haber declarado por fuera del tiempo ante la UARIV,  con este nuevo hecho presentado es que solicita que se ampare su derecho a la igualdad con  el fin de que el juez de tutela ordene su inclusión y la de su hogar en el Registro Único de Víctimas.
Por lo anterior, solicitó: i) ordenar a la Unidad de Atención y Reparación Integral a Víctimas representada legalmente por quien haga sus veces con el fin de proteger su derecho a la igualdad, modifique en su totalidad la Resolución No.2016-91008 del 2 de mayo del año 2016 con FUDCD000261496 y ii) ordenar la inclusión junto con su núcleo familiar, conformado por su esposa, señora Marleny Ibarra Guevara identificada con la cédula de ciudadanía No.25.036.562, sus hijos Víctor Daniel Flórez Ibarra identificado con la cédula de ciudadanía No.1.053.837877, aclarando que cuando rindió dicha declaración y el menor de edad E.F.I.
Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 6 -26).
3. SINTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA

3.1. UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A VICTIMAS – UARIV.
Informó que de acuerdo a lo solicitado por accionante, esa entidad no encontró que el mismo hubiera radicado una petición en la UARIV al respecto, lo que lleva a inferir la inexistencia de vulneración de su derecho fundamental de petición.

Indicó que el señor Hernán de Jesús Flórez Saldarriaga no se encuentra incluido por el hecho victimizante de desplazamiento forzado y amenaza desde el 02/05/2016, por declaración que rindiera bajo la Ley 1448 de 2011, lo cual fue considerado en la Resolución No.2016-91008 del 2 de mayo de 2016, notificada por conducta concluyente el 10/10/2017. Decisión en contra la cual el accionante solicitó la revocatoria directa, siendo confirmada a través de la Resolución No.134306 del 26 de abril de 2018, la cual fue notificada personalmente al actor el 7 de mayo de 2018.

Hizo alusión a la firmeza de los actos administrativos, a la presunción de legalidad de los  mismos y a la observancia del debido proceso por parte de la administración para concluir que el ámbito propio para tramitar cualquier reproche de los ciudadanos en contra de tales actuaciones es la jurisdicción contencioso administrativa, siendo el amparo constitucional procedente solo cuando en sus etapas y en los procedimientos se vulneran derechos fundamentales a sus asociados y siempre que se esté frente a un perjuicio irremediable.  
Solicitó que se negaran las peticiones del accionante, por cuanto la UARIV no ha vulnerado derecho fundamental alguno (Fls. 41-42).  Allegó copia de las resoluciones a las que hizo mención (Fls.42-49). 
3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia de 22 de agosto del año 2019 el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía Risaralda, resolvió lo siguiente (Fls. 50-53):

“Primero: Tutelar el derecho fundamental a la igualdad del que es titular el señor Hernán de Jesús Flórez Saldarriaga, identificado con la cédula de ciudadanía No.9.892.768, vulnerado por la Unidad de Atención y Reparación Integral de Víctimas- Dirección Técnica de Registro y Gestión de la Información y Oficina Asesora Jurídica.
Segundo: Ordenar a la Dirección Técnica de Registro y Gestión de la Información de la Unidad y Reparación Integral a las Víctimas, en cabeza de la Dra. Gladys Celeide Prada Pardo, o quien haga sus veces, y al Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, Dr. Vladimir Martín Ramos, o quien haga sus veces que en el término máximo e improrrogable de 48 horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, procedan a dejar sin efecto las resoluciones No.2016-91008 del 2 de mayo del año 2016 y la 134306 del 26 de abril de 2018; y que expidan un nuevo acto administrativo en el cual se disponga la inscripción en el Registro Único de Victimas al señor Hernán de Jesús Flórez Saldarriaga, identificado con cédula de ciudadanía “No.1.118.294.540” (sic).(…)”
Las partes fueron notificadas del fallo anterior el 27 de agosto de 2019 (Fls. 54-59 frente y vuelto).

Mediante auto del 28 de agosto de 2019, el Juzgado de primera instancia corrigió que el número de la cédula de ciudadanía del accionante es la No.9.892.768 (Fl. 58).  Dicha decisión fue notificada a las partes el 29 y 30  de agosto de 2019 (Fls. 59-61 frente y vuelto).

4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para impugnar la decisión de primera instancia, el  29 de agosto de 2019, el representante judicial de la UARIV afirmó que con la expedición del fallo judicial se configura una violación al derecho a la igualdad del que gozan todas las personas que pretenden ser reconocidas como víctimas del conflicto y acceder al registro único de víctimas, pues solo bastó con que el accionante elevara su petición para que despacho emitiera una decisión sobrepasando las funciones otorgadas por la Constitución y la ley, sin tener en cuenta que existen los mecanismos administrativos diseñados para recibir el reconocimiento como víctima sin la suficiente motivación para ello. Dicha sentencia  bajo las reglas de la sana crítica, carece de imparcialidad, al desconocer que todas aquellas personas que consideran ser víctimas pueden acceder al Registro de manera igualitaria, según las condiciones propias de cada caso particular y  luego de surtir el debido proceso administrativo.

Consideró que el fallo resulta desproporcionado frente a la petición elevada por el accionante y abre una brecha para que las víctimas accedan al Registro Único de Víctimas y a los beneficios diseñados para la población víctima de manera irregular, sin cumplir con las etapas administrativas previas al reconocimiento, poniendo en riesgo el sostenimiento del sistema y causando simultáneamente un desgaste a la administración de justicia, de tal manera que el mismo adolece de un defecto orgánico, como quiera que el juez de tutela carece de competencia para ordenar la inclusión inmediata cuando existen otros mecanismos de defensa diferentes a la acción constitucional por medio de los cuales las víctimas, incluyendo el accionante, pueden acceder al sistema, desbordando su competencia legal y funcional.  De tal manera, que es imposible dar cumplimiento a la orden judicial dado que la aludida violación de derechos fundamentales, como se mencionó al inicio, la hace una providencia ilegal que no ata al juez ni a las partes y en virtud de ello, es procedente la revocatoria del fallo solicitado mediante la presente impugnación.

Señaló que la UARIV se negará a dar cumplimiento al fallo, toda vez que la administración ya realizó el trámite correspondiente en cuanto a la valoración del accionante, el cual terminó con un acto administrativo de no inclusión, que fue notificado, recusado y se encuentra en firme.

Insistió que el accionante no agotó los mecanismos diferentes a la acción de tutela que el accionante pudo haber agotado, como lo es la nulidad y el restablecimiento del derecho, y en ese sentido, la sentencia de primer grado desborda su competencia, toda vez que el actor pretende que mediante la tutela se revoque la resolución, que tiene la naturaleza de acto administrativo, porque según sus dicho, no comparte las motivaciones que dieron lugar a su no inclusión.

Solicitó: i) conceder la impugnación presentada en contra del fallo de primera instancia, notificado a esta entidad el día 27 de agosto del año 2019 y como consecuencia de ello, ii) se remita el proceso al superior jerárquico con la finalidad de que revoque el fallo de primera instancia y en su lugar niegue las peticiones de la acción constitucional (Fls. 81-87).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. Así como lo dispuesto en Decreto 1983 de 2017.
5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante por considerar que el accionante no agotó los mecanismos con los que cuenta para debatir lo resuelto por la UARIV cuando no lo incluyó en el RUV.

5.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

5.4. Así mismo,  la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
; la tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5.  La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable.”  Teniendo en cuenta la excepcionalidad de la acción es necesario estudiar si no existía otro medio idóneo para resolver la solicitud que se presentó en la acción de tutela o si existe un perjuicio irremediable dándole a la acción de tutela un poder transitorio gracias al principio de subsidiaridad para la protección preventiva del derecho vulnerado.  

5.6.  Con respecto a la subsidiariedad de la acción de tutela contra actos administrativos de carácter particular y concreto, la Corte Constitucional en la Sentencia T- 404 del año 2014 (MP. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio), recalcó lo siguiente: 

“En el caso específico de la acción de tutela contra actos administrativos de carácter particular y concreto, este Tribunal ha puntualizado que, en principio, es improcedente, en tanto la persona cuenta con otro medio de defensa judicial, como lo es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. Incluso, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo prevé en sus artículos 229 y siguientes la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto administrativo para evitar la vulneración de los derechos fundamentales.
No obstante, se ha sostenido que, de manera excepcional, la tutela procede contra los actos de dicha naturaleza bajo dos supuestos: (i) como mecanismo transitorio, en los eventos en que se pretenda evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable; y (ii) como mecanismo definitivo, cuando la acción judicial ordinaria no sea idónea o eficaz para la protección de los bienes jurídicos en juego[9].
Tratándose de la procedencia de la acción de tutela como mecanismo transitorio, ha dicho la Corte que procederá “contra las actuaciones administrativas, cuando se pretenda evitar la configuración de un perjuicio irremediable, caso en el cual el juez constitucional podrá suspender la aplicación del acto administrativo, mientras se surte el proceso respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo”[10]. En cuanto a su procedencia como mecanismo definitivo, ha sostenido que en determinados casos, las acciones ordinarias como la de nulidad y restablecimiento del derecho “retardan la protección de los derechos fundamentales de los actores (…) y carecen, por la forma en que están estructurados los procesos, de la capacidad de brindar un remedio integral para la violación de los derechos del accionante”[11].  
3.4. En definitiva, la acción de tutela fue instituida para proteger los derechos fundamentales de manera inmediata, por regla general, en los eventos en que la persona no cuente con otro medio de defensa judicial. Sin embargo, excepcionalmente, tal mecanismo es procedente cuando a pesar de contar con otras vías judiciales se pretende evitar la causación de un perjuicio irremediable o aquellas no son idóneas ni eficaces para garantizar de manera efectiva el derecho amenazado o conculcado.” (Subrayas propias)

5.7.  Se insiste entonces que la acción de tutela no es medio adecuado para controvertir actuaciones administrativas y que solo cabría como mecanismo transitorio de protección de los derechos fundamentales cuando quiera que esperar a la respuesta de la jurisdicción contenciosa administrativa pudiese dar lugar a un perjuicio irremediable, es decir,  siempre y cuando se acredite dentro del plenario, sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de las garantías presuntamente afectadas.  Al respecto la Corte Constitucional indicó lo siguiente
:

“La acción de tutela es improcedente como mecanismo principal para la protección de derechos fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos administrativos, como quiera que existen otros mecanismos tanto administrativos como judiciales para su defensa; (ii) que procede la acción de tutela como mecanismo transitorio contra las actuaciones administrativas cuando se pretenda evitar la configuración de un perjuicio irremediable; y (iii) que solamente en estos casos el juez de tutela podrá suspender la aplicación del acto administrativo (artículo 7 del Decreto 2591 de 1991) u ordenar que el mismo no se aplique (artículo 8 del Decreto 2591 de 1991) mientras se surte el proceso respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.”  

A su vez la Corte en sentencia T-161 de 2009, ha indicado que la procedencia del amparo está sujeta a que el actor acredite sumariamente las razones por las cuales el medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente afectados. En este sentido observa la Sala, que el demandante no señala por qué, en su momento, no acudió al mecanismo judicial ordinario ni por qué se hace imperativo desestimar la vía usual por la cual se ventila este tipo de controversias.

A lo cual la Corte Constitucional en muchas ocasiones ya ha sostenido que es cierto que el trámite de la acción de tutela es más rápido que el de otras acciones judiciales, pero si este fuera un criterio para la procedibilidad de la acción de tutela, todos los procesos terminarían tramitándose por esa vía, desconociendo su finalidad de mecanismo subsidiario y residual”. (Subrayas propias)
5.8.  DEL CASO EN CONCRETO

5.8.1. En el caso sub examine, observa la Sala que el señor Hernán de Jesús Flórez Saldarriaga acudió al juez de tutela con el fin de que se le amparara su derecho fundamental a la igualdad y de esa manera, se ordenara a la UARIV que fuera incluido junto con su núcleo familiar en el registro único de víctimas RUV, por hechos de amenaza y desplazamiento forzado, teniendo en cuenta que hace parte de la comunidad indígena Karambá de Quinchía, Risaralda, a la que pertenecen varios compañeros que declararon de manera extemporánea el hecho victimizante, pero fueron incluidos en el RUV.
5.8.2. En atención a que el señor Flórez Saldarriaga afirma que pertenece a la comunidad indígena Karambá de Quinchía, Risaralda, e insiste que es víctima del conflicto interno por desplazamiento, esta Sala estudiará el caso en concreto, toda vez que tales circunstancias lo hacen sujeto de especial protección constitucional
 y por lo tanto, se deberá determinar si la UARV vulneró el derecho fundamental a la igualdad ante la negación de inclusión en el RUV, pese a que otras personas que pertenecen a la comunidad indígena Karambá de Quinchía y que declararon el hecho victimizante por fuera del tiempo legal estipulado, se encuentran incluidos en el registro de víctimas.

5.8.3. De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, esta Sala advierte las siguientes:

· Resolución No.2016-91008 del 2 de mayo de 2016 por medio de la cual la Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información de la UARIV decidió no incluir en el RUV al señor Flórez Saldarriaga y a su núcleo familiar y no reconoció el hecho victimizante de amenaza y desplazamiento forzado, en ella se consideró entre otros lo siguiente (Fls. 6 y 7):
“(…) Que en el relato libre y espontáneo que rindió en la diligencia de declaración el (la) señor (a) HERNAN DE JESUS FLOREZ SALDARRIAGA indicó (…) En el mes de septiembre del año 1987 asesinaron a su hermano Alejo Sarabain Flores, en la vereda los medios de Quinchía Risaralda por -el grupo armado - desde entonces empezaron las amenazas contra todos los hermanos, en dos ocasiones las amenazas fueron por panfletos ya en el año 2000 llegaron unos tipos armados a eso de las 6 de la tarde a la finca donde vivíamos (…) llegó un  señor a tocar la puerta con la excusa de que se le diera agua y su esposa no quiso abrir la puerta por tal motivo le dieron un tiro a la puerta, más o menos eran 6 personas que me fueron a buscarme (sic) ese día yo alcancé a tirarme por una ventana para ir por ayuda donde mi cuñado, ya cuando regresamos los tipos ya no estaban por tal razón ya que estaban buscando nos tocó salir desplazados a los dos días (…)”

(…)  Que analizada la narración de los hechos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 155 de la Ley 1448 de 201,  se tienen que los hechos expuestos por el deponente fueron declarados de manera extemporánea”.
Los hechos expuestos no tienen mención a las circunstancias referidas de fuerza mayor a las que el señor Hernán De Jesús Flórez Saldarriaga le impidieron realizar la declaración en el término establecido.

(…) Que de acuerdo con dicha diligencia ante la PERSONERIA MUNICIPAL DE QUINCHIA se procedió a verificar  la narración de los hechos, en donde la deponte, manifiesta: “yo si tenía una cita en la Personería para declarar antes de la fecha que termina, las declaraciones me estuvieron llamando pero por motivos de la señal del celular no resivi (sic) la llamada”.  Analizado el relato anterior, se tiene que las circunstancias que refieren la fuerza mayo e impidieron realizar la declaración, no se enmarca dentro de lo establecido en la Sentencia C-1186 de 2008 y la Sentencia del 15 de junio de 2000, ya que el motivo por el cual argumenta no haberse acercado antes a declarar no se puede considerar como un hecho de fuerza mayor, por lo cual se considera que su declaración fue presentada fuera de términos” 
(…) Que para el análisis del hecho victimizante declarado como parte de las herramientas técnicas han sido consultadas el día 2 de mayo de 2016 registros anteriores de todas las personas relacionadas en la declaración, en las bases de datos de la Procuraduría General de la Nación y la Policía Nacional de Colombia.  Asimismo, en la Red Nacional de Información se realizó la consulta en el Sistema de Información de Reparación Administrativa (SIRA) Decreto 1290 de 2008, en el Sistema de Información Víctimas de la Violencia (SIV) Ley 418 de 1997, en el Registro Único de Víctimas (RUV) Ley 1448 de 2011 y en el Registro Único de Población Desplazada (RUPD) Ley 387 de 1997 y la Agencia Colombia de Reintegración (ACR), donde no se encontró información.

Teniendo en cuenta los argumentos anteriormente descritos preciso aclarar que de acuerdo con lo previsto en el artículo 155 de la Ley 1448 de 2011, su declaración fue rendida de manera extemporánea, es decir para el caso preciso es: fecha de ocurrencia de las AMENAZAS el 1 de septiembre de 1987 y fecha del DESPLAZAMIENTO FORZADO el 1 de enero del año 2000, y fecha de declaración ante la Personería Municipal de Quinchía (Risaralda)  el 8 de julio del año 2015. No obstante, analizadas las circunstancias manifestadas en su declaración y el análisis anteriormente descrito, se tiene elementos que permiten determinar que no existieron circunstancias de fuerza mayor que hayan impedido a HERNAN DE JESUS FLOREZ SALDARRIAGA presentar la declaración dentro de los términos establecidos en la citada norma.

Que de conformidad con los anteriores argumentos y de acuerdo a lo enmarcado en el numeral 3º del Decreto 1084 de 2015, no es viable jurídicamente incluir al señor HERNAN DE JESUS FLOREZ SALDARRIAGA en el Registro Único De Víctimas. Lo anterior por cuanto su solicitud se enmarca dentro de las causales establecidas para denegar la inscripción en el Registro Único de Víctimas –RUV.  Lo anterior, por cuanto su solicitud se enmarca dentro de las causales establecidas para denegar la inscripción en el Registro Único de Víctimas: “Cuando la solicitud de registro se haya presentado fuera de los términos establecidos en los artículos 61 y 155 de la Ley 1448 de 2011, teniendo particularmente en cuenta la excepción de fuerza mayor prevista en esta última  disposición” (…).
· Notificación al accionante del anterior acto administrativo por conducta concluyente el 10 de octubre de 2017 (Fl.8).
· Solicitud de revocatoria directa radicada por el accionante en la UARIV el 24 de agosto de 2017 (Fl. 9).

· Resolución No.134306 del 26 de abril de 2018, por medio de la cual el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UARIV resolvió la solicitud de revocatoria directa, en el entendido de no revocar lo decidido en el acto administrativo No.2016-1008 del 2 de mayo de 2016 (Fls.10-12), la cual fue notificada al accionante el 7 de mayo de 2018 (Fl.13).
· Escrito introductorio de la demanda de tutela instaurada por el señor Flórez Saldarriaga en contra de la UARIV por la presunta vulneración a su derecho fundamental de petición al no haber respondido su solicitud de inclusión en el RUV (Fls. 14 y 15).  Al respecto, el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales profirió sentencia el 7 de junio de 2018, en la que resolvió declarar improcedente el amparo invocado por el señor Flórez Saldarriaga por considerar que no es el mecanismo para discutir la legalidad del acto administrativo que negó la inclusión del actor y su familia en el RUV (Fls. 16-21).

· Constancia del Secretario del Cabildo Indígena de la Comunidad Karambá de Quinchía, Risaralda, que da cuenta que el señor Hernán de Jesús Flórez Saldarriaga y su núcleo familiar se encuentran en el listado censal de dicha comunidad, la cual está radicada en el Ministerio del Interior y de Justicia (Fl. 22).

· Consultas individuales de la página web Vivanto, red nacional de información, a nombre de los señores Yanneth Cecilia Ramírez Bañol, Claudia Nazareth Ladino Velasco, Víctor Alfonso León Sánchez, quienes fueron aparecen incluidos en el RUV (Fls. 23-25).

· Cédula de ciudadanía del actor, quien nació el 12 de noviembre de 1968, por lo que tiene 50 años de edad (Fl. 26)
5.8.5. El artículo 155 de la Ley 1448 del 10 de junio de  2011 “por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones” consagra el procedimiento de solicitud de registro de las víctimas, así:
“Las víctimas deberán presentar una declaración ante el Ministerio Público en un término de cuatro (4) años contados a partir de la promulgación de la presente ley para quienes hayan sido victimizadas con anterioridad a ese momento, y de dos (2) años contados a partir de la ocurrencia del hecho respecto de quienes lo sean con posterioridad a la vigencia de la ley, conforme a los requisitos que para tal efecto defina el Gobierno Nacional, y a través del instrumento que diseñe la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las víctimas, el cual será de uso obligatorio por las entidades que conforman el Ministerio Público.
En el evento de fuerza mayor que haya impedido a la víctima presentar la solicitud de registro en el término establecido en este artículo, se empezará a contar el mismo desde el momento en que cesen las circunstancias que motivaron tal impedimento, para lo cual deberá informar de ello al Ministerio Público quien remitirá tal información a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

La valoración que realice el funcionario encargado de realizar el proceso de valoración debe respetar los principios constitucionales de dignidad, buena fe, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial.

PARÁGRAFO. Las personas que se encuentren actualmente registradas como víctimas, luego de un proceso de valoración, no tendrán que presentar una declaración adicional por los mismos hechos victimizantes. Para efectos de determinar si la persona ya se encuentra registrada, se tendrán en cuenta las bases de datos existentes al momento de la expedición de la presente Ley.

En los eventos en que la persona refiera hechos victimizantes adicionales a los contenidos en las bases de datos existentes, deberá presentar la declaración a la que se refiere el presente artículo.”
5.8.6.  La Corte Constitucional en la Sentencia T-304 de 2018 señaló lo relativo a la procedencia del amparo en materia de solicitudes de inclusión en el Registro Único de Víctimas, en la que analizó los siguientes ítems: i) el RUV es una herramienta administrativa importante que soporta el procedimiento de registro de las para la identificación de la población que ha sufrido un daño, en los términos del artículo 3° de la Ley 1448 de 2011; ii) el amparo constitucional no puede ser invocado para pretermitir las acciones previstas por la ley ante la jurisdicción contencioso administrativa, particularmente, la acción de nulidad y restablecimiento del derecho; iii) cuando se trata de víctimas del conflicto armado, y de población desplazada en especial -sujetos de especial protección constitucional; iv) sin embargo, el juez constitucional debe tener en cuenta que no todas las personas desplazadas son víctimas del conflicto armado, y viceversa; v) al abordar acciones de tutela contra la negativa de inclusión en el Registro Único de Víctimas por parte de la UARIV, ha señalado que aquella no procede si los accionantes no acreditan una situación de debilidad manifiesta o de vulnerabilidad, que torne ineficaz la pretensión de nulidad y restablecimiento del derecho; vi) el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, que en sí mismo es idóneo, resulta, no obstante, una exigencia desproporcionada para el goce efectivo de los derechos fundamentales, la conclusión consiste en que, pese a su idoneidad, aquel no es eficaz.  En dicha providencia, la Corte  Constitucional explicó la necesidad de presentar la declaración del hecho victimizante dentro del término legal dispuesto para ello con el fin de que las personas que se consideran víctimas sean incluidas en el RUV.  En tal sentido, dijo lo siguiente:
“(…)  Sin duda alguna, el término legal que tiene una persona para declarar acerca de los hechos que fundamentan su inclusión en el Registro Único de Víctimas es de capital importancia y debe ser observado con rigor. Si bien, en algún punto de su jurisprudencia, esta Corte consideró que bajo ciertas circunstancias se trataba de un requisito que podía pretermitirse
, la tendencia actual de esta Corporación consiste en exigir su estricto cumplimiento
, en el entendido de que no se trata de una exigencia caprichosa y arbitraria, y es la misma ley la que matiza su alcance bajo la acreditación de alguna circunstancia de fuerza mayor. 

37. Así que, para delimitar el tema, el argumento no consiste en que el término legal previsto en el artículo 155 de la Ley 1448 de 2011 no sea obligatorio o exigible. El punto es que la UARIV, por medio de la postura que decidió asumir en este caso, tuvo un entendimiento irreflexivo y excesivamente estricto de lo que debe entenderse por una declaración extemporánea. 

Y tal rigidez no puede entenderse como otra cosa que una interpretación no razonable de la norma en mención, que desconoció claramente los principios de favorabilidad, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial que deben regir las decisiones relacionadas con el Registro Único de Víctimas
, y que, por esa vía, claro está, violó el derecho fundamental al debido proceso de la accionante.  

38. En efecto, esta Corporación ha convalidado, para estos casos, la intervención del juez constitucional, siempre que se verifique que la Unidad de Víctimas
: i) ha efectuado una interpretación de las normas aplicables contraria a los principios de favorabilidad y buena fe; ii) ha exigido formalidades irrazonables o desproporcionadas o ha impuesto limitantes para acceder al registro que no se encuentran en las normas aplicables; iii) ha proferido una decisión que no cuenta con una motivación suficiente; iv) ha negado la inscripción por causas ajenas al solicitante; o v) ha impedido que el solicitante exponga las razones por las cuales considera que se halla en situación de desplazamiento forzado interno o que ejerza los recursos arbitrados por el ordenamiento para controvertir la decisión administrativa que le niega la inscripción en el Registro. 

39. Por manera que, en el caso sub judice, el evento de fuerza mayor en el que estaba incursa la actora y que justificaba su declaración tardía no era, en modo alguno, el temor que sintió por ella y por su familia. Desde luego, ese temor explicaba por qué, luego de más de diez años (el hecho victimizante tuvo lugar el 10 de marzo de 2004), había decidido reivindicar sus derechos como víctima, pero no configuraba, per se, la causal eximente. Sí lo era, en cambio -y en ello no reparó la UARIV-, el hecho de que la señora Álvarez Mora, como bien lo explica en su tutela, acudió a la administración pública dentro del término establecido en el artículo 155 de la Ley 1448 de 2011, y fue por causa de la misma demora en la gestión institucional, que la declaración formal se produjo luego de los cuatro años a que se refiere esa disposición. 

En efecto, como la misma entidad accionada terminó por reconocer, obra en el expediente un certificado en el que consta que la tutelante acudió a la Oficina Municipal de Víctimas de la Ciudad de Neiva el 26 de marzo de 2015, varios meses antes del cumplimiento del término establecido por la ley, y solicitó, ese día, un turno para realizar su declaración como víctima del conflicto armado interno. Sin embargo, de acuerdo con la “programación de declaraciones masivas”, su caso fue asignado para que se surtiera dicho trámite, ante la Defensoría del Pueblo; en vista del cúmulo de personas que estaban solicitando declarar, su declaración solo tuvo lugar el 16 de junio de 2015, esto es, seis días después de transcurrido el término legal, comoquiera que la Ley 1448 de 2011 entró en vigencia el 10 de junio de ese mismo año
.    

40. Naturalmente, es la misma actora la que reconoció que, desde el punto de vista formal, su declaración fue extemporánea. Entre otras cosas, no tiene sentido que acudiera a la administración para tales efectos, cumpliendo con creces el término establecido, pero que por su propia voluntad ese trámite no se surtiera realmente sino cuando ya habían trascurrido varios días luego del vencimiento de aquel. 

41. Así las cosas, tuvo razón la tutelante al señalar que las consecuencias de los complejos trámites internos de las instituciones del Estado, y la demora que estas presentan para canalizar como es debido los reclamos de los ciudadanos, no podían trasladarse a las personas que buscan, como víctimas, la reivindicación de sus derechos. 

42. Una interpretación como la que, en su momento, ofreció la Unidad de Víctimas, que se basó nada menos que en la propia incuria estatal para negar la inclusión en el RUV de quien acudió oportunamente a la administración y adelantó, dentro del término legal, la gestión que le era debida, no solo se mostraba irreflexiva y desproporcionada, sino que lesionaba los principios de favorabilidad y confianza legítima. 

43. Ello, a su vez, permite a la Corte colegir que la declaración se consideró formalmente extemporánea, por causas por completo ajenas a la solicitante, lo que convalida la configuración del caso de fuerza mayor previsto en el artículo 155 de la Ley 1448 de 2011. No podía ser de otra manera: la señora Sandra Patricia Álvarez no estaba en condiciones de prever que, a pesar de haber “movido” con la anticipación del caso el aparato estatal, la administración pública, en razón de lo congestionados que permanecen sus propios programas de atención a víctimas, diferiría el trámite correspondiente para una fecha que ya no se encontraba cubierta por la norma.      

44. Más importante aún, casos como el presente permiten a la Sala fijar, para que en adelante sea aplicada por la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, y por los jueces constitucionales, la siguiente subregla relevante: siempre que una víctima del conflicto armado se presente ante la administración pública dentro del término establecido en el artículo 155 de la Ley 1448 de 2011, con el fin de efectuar su declaración sobre el hecho victimizante que sufrió, la fecha que se tendrá en cuenta para verificar el cumplimiento de dicho término será la fecha en la cual el interesado se presente a rendir declaración y no la fecha en la cual tal declaración se reciba en forma efectiva.   (Subrayas nuestras)
5.8.7.  En este asunto en concreto, la Sala observa que la UARIV para negar al señor Flórez Saldarriaga su inscripción en el RUV con el argumento de que su declaración había sido extemporánea, analizó todos los elementos importantes desde el punto de vista fáctico y jurídico.  Lo anterior, si se tiene en cuenta lo considerado por dicha entidad en la Resolución No.2016-91008 del 2 de mayo de 2016, en la que se dijo que el accionante narró que en el mes de septiembre de 1987 asesinaron a su hermano Alejo Sarabain Flórez en la vereda los medios de Quinchía, Risaralda y que en el año 2000 llegaron unas personas a amenazarlos a su casa (…).  Dicha declaración fue rendida ante la Personería Municipal de Quinchía el 08/07/2015 y recibida en la UARIV el 20/082015 (Fl. 6 frente).  De tal manera, que la misma es extemporánea, toda vez que según el artículo 155 de la Ley 1448 de 2011, el accionante tenía hasta el 10 de junio de 2015 (cuatro (4) años contados a partir de la promulgación de dicha  ley) para haber declarado el hecho victimizante sufrido. Aunado a lo anterior, el actor manifestó que tenía una cita en la Personería de Quinchía para haber declarado antes de la fecha aludida, pero que lo estuvieron llamando y que por “motivos de la señal del celular” no recibió la llamada (folio 6 vuelto), lo que no significó para la UARIV un caso de fuerza mayor que le impidieran al accionante presentar la declaración dentro de los términos establecidos en la citada norma.

5.8.8.  Así las cosas, esta Colegiatura concluye, contrario a lo determinado por el A quo, que la UARIV motivó en debida forma lo resuelto en el acto administrativo No.2016-10008 del 2 de mayo de 2016 al negar la inclusión del actor y su núcleo familiar en el RUV.  Además, el actor tuvo la oportunidad de solicitar la revocatoria directa de esa resolución, pero ante la falta de haber probado el evento de fuerza mayor que le impidió declarar en el término dispuesto en el artículo 155 de la Ley 1448 de 2011, la UARIV mediante la Resolución No.134306 del 26 de abril de 2018 confirmó en todas sus partes lo decidido en el acto administrativo del 2 de mayo de 2016.  En tal virtud, se colige que al actor tuvo la oportunidad de ejercer sus derechos de defensa y contradicción, in que se advierta dentro de la foliatura alguna petición pendiente de resolver por parte de la UARIV. 
5.8.9.  De acuerdo a lo anterior, esta Colegiatura considera que la UARIV es la entidad competente para determinar a qué personas les asiste o no el derecho a ser inscritas en el RUV a partir de las pruebas que para tal fin alleguen. Lo anterior, por cuanto la Ley 1448 de 2011 le otorgó a dicha entidad la labor de valorar las declaraciones rendidas ante el Ministerio Público (Personerías Municipales) por quienes solicitan ser incluidos en el RUV y así adoptar las medidas previstas en dicha ley.  Por tal razón, la Sala considera que las solicitudes de la accionante han sido absueltas por la UARIV, aunque negativamente, según lo argumentado en los actos administrativos que se describieron anteriormente y en tal virtud, no se infiera que la accionada hubiera desconocido los  derechos fundamentales al señor Flórez Saldarriaga.
5.8.10.  En lo tocante a que la UARIV vulneró al accionante su derecho fundamental a la igualdad
,  en el entendido de que los señores Yanneth Cecilia Ramírez Bañol, Claudia Nazareth Ladino Velasco, Víctor Alfonso León Sánchez, de quienes se aportó copias de las consultas individuales de la página web Vivanto, red nacional de información (Fls. 23-25), fueron incluidos en el RUV, pese a haber declarado el hecho victimizante de manera extemporánea, es decir con posteioridad al 10 de junio de 2015, esta Sala considera que tal elemento material de prueba por sí solo no es suficiente para afirmar que dichas personas son miembros de la  comunidad indígena Karambá de Quinchía, Risaralda, ni para concluir que las declaraciones rendidas por fuera del término legal se debieron por no haber respondido la llamada telefónica para presentarse a la cita que tenían en la Personería de Quinchía a narrar los hechos por los cuales la UARIV decidió su inclusión en el RUV.

5.8.11. En ese orden de ideas, este Tribunal advierte que la UARIV no lesionó al accionante su derecho fundamental a la igualdad, pues no se observa ningún trato discriminatorio en contra del mismo, pues de haber reunido los requisitos legales, habría admitido su inscripción en el RUV y ello no fue posible, porque como quedó analizado, su declaración fue extemporánea.  Por lo tanto, ante la inexistencia de vulneración de derechos fundamentales, el amparo constitucional invocado debe ser negado.  Consecuentemente, la Sala revocará el fallo de primer nivel.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el fallo proferido el 22 de agosto de 2019 por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Hernán de Jesús Flórez Saldarriaga en contra de la UARIV, para en su lugar NEGAR el amparo invocado por el actor.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación  a la  Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-451 de 2010


� . La Corte Constitucional en la Sentencia T-211 de 2019 señaló que reconoce que la acción de tutela resulta ser un recurso idóneo para asegurar el goce efectivo de los derechos de las víctimas del conflicto y de la población desplazada, especialmente cuando el respeto, protección y garantía de sus derechos fundamentales depende de la inclusión en el RUV,  en razón de su condición de sujetos de especial protección constitucional.


� Por ejemplo: Corte Constitucional, sentencia T-175/2005.


� Corte Constitucional, sentencia T-519/2017. 


� Sobre el punto: Corte Constitucional, sentencia T-301/2017. 


� Ver, entre otras: Corte Constitucional, sentencias T-587/2017.


� Cno. 1, fl. 20.  


� El artículo 13 de la C.N. reconoce el derecho a igualdad como una prerrogativa inherente a todos los seres humanos sin importar las circunstancias particulares, personales, sociales o económicas que los rodean. En este sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia T-169 de 2019 señaló que “no todas las personas están en igualdad de condiciones -por razones económicas, físicas, mentales o cualquier circunstancia que pueda colocar al individuo en situación de debilidad manifiesta- por lo cual el Constituyente dispuso que el Estado debe brindarles una protección especial. Este mandato se refleja en la obligación de debe propender a la superación de la igualdad formal o aparente ante la ley y garantizar la igualdad real, material o efectiva� HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-169-19.htm" \l "_ftn66" \o "" �[66]�, mediante un trato diferente (medida afirmativa o de discriminación inversa� HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-169-19.htm" \l "_ftn67" \o "" �[67]�), orientado a garantizar la igualdad material� HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-169-19.htm" \l "_ftn68" \o "" �[68]�, cuando haya lugar a ello. � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-169-19.htm" \l "_ftn69" \o "" �[69]�


18. Conforme a lo expuesto, el derecho a la igualdad se garantiza mediante un trato igual para situaciones comparables y, también, a través de un trato diferenciado cuando este pretende conjurar una desigualdad material, es decir con el propósito de mermar el efecto negativo de las circunstancias que han colocado al individuo o al grupo al que pertenece en posiciones desfavorables�. (Subrayas propias)
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